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calificada como leve en el artículo 26,e. de la Ley Orgánica 1/
92, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciuda-
dana. Sanción de multa de 15.000 pts.

Expediente: 30599
Nombre: Esteban Corrochano, S. L.
Establecimiento: Bar Almacén
Propuesta de Resolución por una infracción administrativa

calificada como leve en el artículo 26,e. de la Ley Orgánica 1/
92, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciuda-
dana. Sanción de multa de 15.000 pts.

Expediente: 30699
Nombre: Come-me’s Hostelería, S. L.
Establecimiento: Cafetería-Cervecería Come-me’s
Propuesta de Resolución por una infracción administrativa

calificada como leve en el artículo 26,e. de la Ley Orgánica 1/
92, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciuda-
dana. Sanción de multa de 15.000 pts.

Expediente: 30799
Nombre: Francisco Javier Moriano Lama.
Establecimiento: Bar Aphoteke
Propuesta de Resolución por una infracción administrativa

calificada como leve en el artículo 26,e. de la Ley Orgánica 1/
92, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciuda-
dana. Sanción de multa de 50.000 pts.

§
DEPARTAMENTO DE ECONOMIA, HACIENDA
Y FUNCION PUBLICA

#
RESOLUCION de 23 de diciembre de 1999, de la
Dirección General de Tributos, por la que se dictan
instrucciones sobre la comprobación de valores.

$
El Justicia de Aragón, en su informe anual correspondiente

a 1998, incluye la sugerencia de que «por el Departamento de
Economía y Hacienda de la Diputación General de Aragón se
agilice la fase de valoración en la tramitación del impuesto de
sucesiones y donaciones adoptando aquellas medidas que
estime convenientes». La sugerencia, reflejo de un deseo
compartido por todos los implicados en la gestión tributaria
del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y del Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados, pone de manifiesto una de las disfunciones más
graves ocasionadas por la regulación de la comprobación de
valores: el retraso en la resolución de los expedientes tributa-
rios.

Cuestión ligada, por su común origen en una obsoleta legisla-
ción, al reseñado retraso, es el que la facultad de comprobación
de valores puede mermar también, al estar fundamentada en un
concepto jurídico indeterminado de tan difícil consenso como el
valor real de los bienes, la debida seguridad jurídica en la
exacción de los impuestos. El mejor exponente del grado de
preocupación sobre este asunto es el artículo 25 de la Ley 1/98
de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes
que establece la obligación, en determinados supuestos caracte-
rizados por unos restrictivos requisitos, de que la Administración
tributaria informe sobre el valor de los bienes inmuebles situados
en el territorio de su competencia. Sin embargo, y si se une esta
norma con la cuestión anterior del retraso en la tramitación de
expedientes, resultaría que la atención individualizada de esta
información reforzaría el principio de seguridad jurídica pero,
como efecto no querido, contribuiría también, en los procedi-
mientos tributarios en que es pieza clave la comprobación de
valores, a incrementar, en grave perjuicio de los contribuyentes,
los retrasos en las liquidaciones administrativas. Tales procedi-
mientos son, precisamente, los que afectan a los tributos cedidos.

El tercer pilar, primero en importancia, sobre el que debe

asentarse toda propuesta de mejora de la comprobación de
valores, y que no por callarlo quienes denuncian lentitud y
falta de seguridad debe olvidarse, es el respeto al principio
constitucional de tributación conforme a la capacidad contri-
butiva puesta de manifiesto en la operación que trate de
gravarse. De modo tal que no sería solución válida el diseñar
un sistema de comprobación rápido y seguro pero ajeno, por
defecto o por exceso, al valor de mercado.

Para conciliar los anteriores principios de actuación -ges-
tión eficaz, seguridad jurídica, y tributación conforme a lo
debido- es preciso buscar fórmulas de información que, atri-
buyéndoles la misma eficacia jurídica que recoge el segundo
párrafo del artículo 25 de la Ley 1/98 («Dicha información no
impedirá la posterior comprobación administrativa, pero, cuan-
do el contribuyente haya seguido los criterios manifestados
por la Administración tributaria, no incurrirá en ningún tipo de
responsabilidad»), no produzcan, en los tributos en los que la
comprobación de valores es trámite habitual, el perverso
efecto de ralentizar esos procedimientos.

A esta idea es a lo que responde la presente Resolución que,
formalmente dirigida a establecer instrucciones de actuación
administrativa, pretende también informar a todos los ciuda-
danos de la eficacia de los valores de referencia que la
Administración Tributaria de la Comunidad Autónoma de
Aragón atribuye a los inmuebles radicados en su territorio, con
carácter previo a su transmisión, y, respecto a los tributos que
gestiona, con la garantía jurídica que la Ley 1/98 quiere para
esa información.

No obstante, se prevé que aquel contribuyente que desee una
información particularizada, sea atendido cuando cumpla los
requisitos (ceñidos a la norma que les da cobertura) que esta
Resolución establece.

La manera de comunicar esos valores, en consonancia con
el artículo 5 de la Ley 1/98, no queda cerrada a un único
instrumento, sino que, dependiendo de los medios materiales
y humanos que en cada momento estén disponibles, podrá
prestarse a través de distintos cauces.

La fijación del valor de referencia, asunto central de esta
información, está condicionado por varios factores (realismo,
seguridad jurídica, favorecimiento de la gestión tributaria,
simplicidad de cálculo, no conflictividad y atención a la
verdadera capacidad contributiva) de no fácil conciliación. Lo
insoslayable, en cualquier caso, y cómo no podía ser de otro
modo, es la definición legal de base imponible en función del
valor real del inmueble.

Con esos condicionantes, la opción perfecta, anhelada des-
de ámbitos tan distintos como el urbanístico, el registral o el
fiscal, sería la identificación del valor real con el valor catas-
tral. Sin embargo, tal asimilación sólo sería posible, so pena de
ignorar la realidad del mercado inmobiliario, en el año en que
se aprobaran las Ponencias catastrales. En efecto, en ese
momento, y por definición legal, la Ponencia debería cuanti-
ficar el valor de mercado del bien, aunque para calcular el
valor catastral todavía fuere preciso su ponderación con el
coeficiente de referencia al mercado, fijado por Resolución
del Secretaría de Hacienda de 1993 y ratificado cinco años más
tarde por Orden Ministerial, en el 0.5. Pero elaborada la
Ponencia, y calculado después el valor catastral, un mínimo
conocimiento de la evolución, en uno u otro sentido, del
mercado inmobiliario pondría de manifiesto que ese valor
catastral congela la referencia de mercado y queda desfasado
e inutilizado como reflejo de tal valor.

A pesar de todo lo anterior, el valor catastral, en cuanto valor
conocido por el ciudadano, por la Administración Tributaria
y por el Registro de la Propiedad, sigue siendo una cifra útil
sobre la que cuantificar el valor de referencia que la presenta
Resolución promueve. Sólo en aquéllos casos en los que los
valores catastrales no existan, no estén revisados, o en los que
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tal magnitud no sea suficientemente relevante (y
significativamente en el caso de terrenos rústicos), se informa-
rá del valor de referencia sin alusión al valor catastral.

En virtud de lo expuesto, y al amparo del artículo 21 de la
Ley 30/92 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común y del artículo 29 de la Ley 11/96, de 30 de
diciembre, de la Administración de la Comunidad Autónoma
de Aragón, esta Dirección General ha resuelto lo siguiente:

Primero. El Servicio de Valoración inmobiliaria realizará
las actuaciones necesarias para que todas las oficinas gestoras
del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídi-
cos Documentados y del Impuesto de Sucesiones y Donacio-
nes de la Comunidad Autónoma de Aragón estén en condicio-
nes de proporcionar al contribuyente el valor de referencia de
los inmuebles radicados en sus respectivas demarcaciones
territoriales. En tal tarea deberá darse prioridad a las vivien-
das, locales y garajes, posponiendo, si resultara preciso, su
aplicación a los terrenos.

Esta información no excluye la posibilidad de proceder a las
valoraciones individualizadas que, conforme al artículo 25 de
la Ley 1/98 de Derechos y Garantías de los Contribuyentes y
según las instrucciones que posteriormente se detallan, pudie-
ran presentarse.

Segundo. Por valor de referencia se entiende aquél que,
relativo a la plena propiedad de un inmueble, fija, con base en
datos estadísticos y estudios técnicos revisables periódica-
mente, una cifra por debajo de la cual los valores declarados
por los sujetos pasivos se considerarán de comprobación
preferente.

Este valor podrá expresarse mediante la indicación de los
criterios de valoración o, preferentemente, con una cifra
concreta. Cuando resulte viable, el valor de referencia se
expresará por comparación al valor catastral.

El valor de referencia no es impugnable mediante recurso
administrativo.

Tercero. La información del valor de referencia podrá
suministrarse a través de la comunicación verbal o, preferen-
temente, mediante su publicación en tablón de anuncios, por
comunicación dirigida a colegios profesionales, instituciones
u otros colectivos, con soporte informático, por medios
telemáticos o por cualquier otro medio que se considere
oportuno.

En la confección de los programas informáticos que se
elaboren en el seno de la Dirección General de Tributos para
cumplimentar las autoliquidaciones del Impuesto de Transmi-
siones Patrimoniales y del Impuesto de Sucesiones y Donacio-
nes, se incorporará, como una ayuda del mismo, el valor de
referencia que corresponda.

Cuarto. En el Impuesto de Sucesiones y Donaciones, cuan-
do el valor declarado sea igual o superior al valor de referencia,
no se solicitará, salvo en supuesto excepcional que pueda
apreciar el propio liquidador, valoración individualizada de
los inmuebles adquiridos.

Quinto. En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales
y Actos Jurídicos Documentados el valor de referencia cum-
ple idéntica función a la del Impuesto de Sucesiones y Dona-
ciones. No obstante, la existencia de un precio en la adquisi-
ción, exige las siguientes matizaciones:

—Se informará al contribuyente que, en ningún caso, el
valor de referencia puede sustituir en el documento de la
transmisión al precio real, so pena de poder incurrir en respon-
sabilidades en el orden civil, fiscal o penal. Cualquier indicio
de esta sustitución se comunicará al Servicio de Inspección.

—Cuando el precio real consignado en el documento sea
superior al valor de referencia, el valor a declarar, conforme a
la normativa del Impuesto, será el precio de la transmisión.

—Cuando el precio real consignado en el documento sea
inferior al valor de referencia, el sujeto pasivo podrá declarar
en su autoliquidación por tal valor e, incluso, por otro superior.
De tal proceder no se podrá derivar ninguna consecuencia
distinta al pago de la correspondiente autoliquidación excepto
que, por las circunstancias concurrentes en la operación,
pudiera apreciarse un negocio simulado, una conducta fraudu-
lenta o un supuesto de donación onerosa.

Sexto. En aquellos casos en los que, habiendo el contribu-
yente declarado conforme al valor de referencia, una posterior
comprobación de valor fijara un valor real distinto del decla-
rado, no se incoará expediente sancionador alguno. Este tipo
de comprobaciones, conforme a lo expuesto, deberá tener un
carácter absolutamente excepcional.

Séptimo. Las peticiones de información sobre el valor de
bienes inmuebles, amparadas en el artículo 25 de la Ley 1/98
deben seguir el régimen marcado en tal precepto, que se
caracteriza por una petición previa a la transmisión, dirigida a
la Administración competente para la gestión del Impuesto
afectado. Conforme a las competencias de gestión tributaria
atribuidas a esta Administración, estas peticiones se tramita-
rán según los siguientes requisitos:

Momento de presentación de la solicitud:
—En las adquisiciones mortis causa, una vez fallecido el

causante y antes de haberse producido la aceptación.
—En las adquisiciones inter vivos, antes de producirse la

transmisión. Para acceder a la petición deberá justificar su
intención de adquirir el inmueble. Se entenderá cumplido tal
requisito si aporta el consentimiento del propietario del bien
para acceder a la valoración, presenta un precontrato, una
opción de compra o documento análogo.

Persona legitimada para la solicitud:
—En el caso de transmisiones lucrativas inter vivos el

adquirente.
—En las transmisiones lucrativas mortis causa, el llamado

a la herencia o legado.
—En las transmisiones onerosas, si la operación se encuen-

tra sujeta al IVA y a la cuota gradual del concepto impositivo
de documentos Notariales del Impuesto de Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, el adquirente
podrá solicitar valoración, una vez que justifique que, ni por
parte del transmitente ni por la suya, procede solicitar valora-
ción a efectos del IVA, impuesto principal que grava la
transmisión.

Si la operación estuviera sujeta al concepto de Transmisio-
nes Patrimoniales Onerosas del Impuesto de Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, podrá solici-
tar valoración exclusivamente el adquirente.

—En las operaciones societarias que incluyan inmuebles, y
sea preciso cuantificar, para determinar la base imponible de
tal concepto impositivo, su valor real, la solicitud la presentará
el adquirente del bien. En aquellas operaciones que vayan a
acogerse a los beneficios establecidos para fusiones, escisio-
nes, canje de valores, aportaciones no dinerarias especiales y
similares, no se accederá a la solicitud.

—En ningún caso se tramitarán solicitudes presentadas por
el propietario del bien. La razón fundamental es que, por ese
inmueble, no resulta potencial sujeto pasivo de los principales
impuestos gestionados por la Administración Tributaria de
esta Comunidad Autónoma, estructurados todos ellos alrede-
dor de una transmisión. Esto implica que no deberá valorarse
ninguna operación sujeta al gravamen de Actos Jurídicos
Documentados que no suponga una transmisión. Y
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significativamente, en los casos de obra nueva, división de
propiedad horizontal, agrupación, segregación y similares. En
el caso particular del Impuesto sobre el Patrimonio tampoco se
accederá a posibles solicitudes, puesto que el valor de mercado
de los inmuebles no es la cuantificación de su base imponible.

—El Servicio de Valoración Inmobiliaria establecerá los requisi-
tos formales que considere pertinentes, y atenderá la petición
formulada, salvo causa justificada, informando del valor que el
inmueble tiene según el valor de referencia que le corresponda.

Octavo. La presente Resolución entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial de Aragón».

Zaragoza, 23 de diciembre de 1999.—El Director General
de Tributos,  Francisco Pozuelo Antoni.

 §
DEPARTAMENTO DE AGRICULTURA

#
NOTIFICACION del Servicio Provincial de Agri-
cultura y Medio Ambiente de Zaragoza, de resolu-
ciones dictadas en los expedientes incoados por
infracciones a la Ley de Incendios Forestales.

$
No habiéndose podido realizar la notificación preceptiva y

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, se hace pública notifi-
cación a las personas que al final se relacionan de las resolu-
ciones dictadas en los expedientes incoados por infracciones
a la Ley de Incendios Forestales.

El importe de la sanción deberá ser ingresado en la cuenta núm.
53.180 denominada «Diputación General de Aragón. Sancio-
nes», abierta en la Agencia núm. 8 del Banco Santander C/ Juan
II de Aragón, 5, de Zaragoza, con indicación del número de
expediente y nombre del denunciado, debiendo enviar fotocopia
del resguardo de dicho ingreso al Servicio Provincial de Agricul-
tura y Medio Ambiente de la D. G. A., plaza San Pedro Nolasco
7, de Zaragoza, para su debida constancia.

Dicho pago deberá realizarse en los siguientes plazos:
a)  Si recibe la notificación entre del día 1 y 15 del mes, podrá

pagar desde la fecha de notificación hasta el día 5 del mes
siguiente o el inmediato hábil posterior.

b)  Si la recibe entre el día 16 y el último del mes, podrá pagar
desde la fecha de notificación hasta el día 20 del mes siguiente
o el inmediato hábil posterior.

Contra la presente resolución cabe interponer recurso de
alzada ante el Excmo. Sr. Consejero de Medio Ambiente de la
Diputación General de Aragón en el plazo de un mes, contado
desde el día siguiente al de su notificación, sin perjuicio de
cualquier otro recurso que proceda legalmente.

De no efectuar el ingreso en dicho plazo, se procederá a su
cobro por vía de apremio.

Zaragoza, 10 de enero de 2000.—El Director del Servicio
Provincial, Ramón Iglesias Castellarnau.

I/27/99 Santos Delgado González. Ley de Incendios Fores-
tales. 10.000 ptas.

§
DEPARTAMENTO DE SANIDAD, BIENESTAR SOCIAL
Y TRABAJO

#
NOTIFICACION de la Dirección Gerencia del
Servicio Aragonés de Salud a los interesados rela-
cionados en el anexo, emplazándoles para que
puedan personarse como demandados en el recur-
so contencioso-administrativo, procedimiento abre-
viado número 780/1999-J.

$
En cumplimiento de lo ordenado por el Juzgado de lo

Contencioso-Administrativo Número 1 de Zaragoza, en rela-

ción con el en el recurso contencioso-administrativo, procedi-
miento abreviado, número 780/1999-J, interpuesto por doña
María Pilar Falcó Boudet, contra la Orden del Excmo. Sr.
Consejero de Sanidad, Bienestar Social y Trabajo de 22 de
octubre de 1999 por la que se desestima el recurso de alzada
interpuesto contra la Lista de espera para la provisión interina
de puestos de Médicos de Atención Primaria, se emplaza a los
interesados que figuran en el Anexo para que puedan compa-
recer y personarse en los autos ante dicho Juzgado por término
de 9 días a contar desde el siguiente a la fecha de publicación
de la presente. De conformidad con la remisión que el artículo
49.1 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa
hace a la práctica de la notificación de los emplazamientos a
lo dispuesto en la Ley del Procedimiento Administrativo
Común, tratándose de un procedimiento selectivo la publica-
ción sustituye a la notificación, realizándose en los tablones de
anuncios de los Servicios de Información y Documentación
Administrativa de Zaragoza (Edificio Pignatelli, paseo María
Agustín, 36 y Edificio Maristas, calle San Pedro Nolasco, 7),
Huesca (Edificio Múltiples, plaza Cervantes, 1) y Teruel
(calle General Pizarro, 1), así como en las Oficinas Delegadas
de la Diputación General de Aragón en Calatayud (calle
Sancho y Gil, 19), Jaca (avenida Levante, 10), Alcañiz (ave-
nida Bartolomé Esteban, 58), Ejea de los Caballeros (calle
Mediavilla, 27) y Tarazona (plaza de España, s/n) y en los
Servicios Provinciales de Sanidad Bienestar Social y Trabajo
de Huesca (plaza Cervantes, 1), Teruel (Ronda de Liberación,
1) y Zaragoza (calle Ramón y Cajal, 68) en los que aparecerá
publicada la relación de quienes son emplazados como intere-
sados en el procedimiento.

Zaragoza, 10 de enero de 2000.—El Director Gerente del
Servicio Aragonés de Salud, Alfonso Vicente Barra.

ANEXO

ABADIA PARDO, M. PILAR
ABELLO BLASCO, PIEDAD
ABELLO GIRALDEZ, EDUARDO
ACHA DOMINGUEZ, JESUS
ADAN PELLICER, J. ANTONIO
ADELL RUIZ, M. ANGELES
AGUARON CRESPO, M. ANGELES
AGUAVIVA BASCUÑANA, JESUS JAVIER
AGUSTIN BERNE, ANA ROSA
AISA MORENO, ANA M.
ALBANO RIVARES, M. JESUS
ALBIOL BENAGES, M. PILAR
ALCALA ROCHE, M. DOLORES
ALCEDO GONZALEZ, SONIA
ALCOBER PEREZ, CARLOS ALBERTO
ALDEA FERRER, FRANCISCO JAVIER
ALEGRE HUALDE, J. LUIS
ALEN ALVIRA, Mª JESUS
ALONSO LOPEZ, ENRIQUE
ALORDA COMAS, JUANA
ALOS CONEJERO, M. ANGELES
ALVAREZ ROY,J. LUIS
ALVAREZ SANCHEZ, MARTA MARIA
ANDA CENICEROS, ANA ISABEL
ANDRES ABANSES, M. CRISTINA
ANDREU CALVETE, FERNANDO
ANDREU RUFAT, M. JOSE
ANGEL GONZALO, JUAN
ANTON DIAZ, ANTONIO JUSTINIANO
ANTON RAMAS, ROBERTO
ANTONIO PANIAGUA, J. LUIS
ARBUES PALACIOS, JUAN CARLOS


